[image: image1.jpg]


Declaración                                               

La Comisión Ejecutiva Nacional de los Socialistas Valencianos, reunida en el día de hoy, desea hacer pública la siguiente declaración:
En las últimas semanas, las sospechas e indicios de corrupción y opacidad en la gestión se han generalizado en el Partido Popular de la Comunitat Valenciana, llegando a ser sistémicos. Los últimos acontecimientos conocidos en la Comunitat respecto a investigaciones y acusaciones judiciales a cargos públicos del PP, como los Presidentes de las Diputaciones de Castellón y Alicante, sólo demuestran que la conducta que todos los ciudadanos conocen de Francisco Camps es la misma con la que opera todo el PPCV. Camps es sólo uno más entre todos los cargos públicos del PP sobre los que se cierne una sospecha de malas prácticas en el uso de sus funciones públicas.

En estos momentos son pocas las instituciones por encima de los ayuntamientos de la Comunidad Valenciana que no estén investigadas o intervenidas por el poder judicial: la Diputación de Castellón, la Diputación de Alicante, la presidenta de Les Corts, el President de la Generalitat, dos vicepresidentes, tres consellers, además de múltiples cargos orgánicos del PPCV. 

Los Socialistas Valencianos estamos convencidos de que, tras la paralización del funcionamiento de nuestras instituciones a causa de los procesos judiciales que están activos actualmente contra sus dirigentes, en los próximos meses los ciudadanos y las ciudadanas de la Comunitat van a asistir al colapso tanto del PPCV como de todas las instituciones que estos gobiernan. En un breve período de tiempo nos encontraremos inmersos como sociedad en los momentos clave del proceso de cambio de rumbo que necesita la Comunitat Valenciana

Para desgracia de sus ciudadanos y la reputación de la provincia, el nombre de Castellón lleva demasiados años vinculado a la corrupción y al autoritarismo de Carlos Fabra y todo el PP provincial. El Fiscal Especial Contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada ha presentado una petición de 15 años de cárcel contra el Presidente de la Diputación de Castellón tras acusarlo formalmente de los delitos más graves que pueden afectar a un responsable político: tráfico de influencias, cohecho y fraude fiscal. 
Las prácticas políticas de todo el PP de Castellón, destinadas únicamente a la permanencia en el poder, la confusión entre lo público y lo privado, así como el oscurantismo en la gestión de las administraciones públicas, al tiempo que se abandona toda gestión encaminada a resolver los problemas de los ciudadanos y las ciudadanas y a dinamizar la economía productiva, han llevado a Castellón a liderar los rankings negativos de destrucción de empleo e impacto de la crisis en sus empresas. A pesar de todo ello, y para mayor descrédito de las instituciones, Carlos Fabra no piensa asumir sus responsabilidades políticas y tiene la pretensión de continuar en sus cargos públicos.

Hasta hace sólo dos semanas, Alicante parecía ser la excepción territorial a la aparente corrupción estructural en las instituciones gobernadas por el PPCV. Sin embargo, el Presidente de la Diputación Provincial, José Joaquín Ripoll y otros destacados cargos públicos, fueron detenidos y acusados de presuntos delitos de corrupción. Esta era la pieza que faltaba en el patrón habitual de gestión política del PP en nuestras instituciones: opacidad, autoritarismo y, finalmente, presunta corrupción.
El caso de Alicante ha sido una constatación más del mal uso de las instituciones y los recursos públicos, los de todos los ciudadanos y ciudadanas, voten al partido que voten, con el único fin de beneficiar políticamente al Partido Popular y así perpetuar su permanencia en el poder.

Nuestra democracia debe asentarse en los valores de servicio público, transparencia en la gestión, igualdad de oportunidades y responsabilidad política. La corrupción generalizada, el autoritarismo y la opacidad, además de tener un impacto negativo directo en nuestra Economía, supone un desafío inaceptable a los principios morales que sustentan nuestra convivencia como sociedad.

El PPCV ampara y protege, sin dudarlo, a cargos que son investigados, imputados y acusados formalmente de los peores hechos que se le pueden atribuir a un representante público. Toda la estructura del Partido Popular, la mayoría de sus líderes, están actualmente bajo sospecha, arrastrando el nombre de nuestras instituciones al mismo nivel que los cargos que se les imputan a ellos como representantes públicos. 

Desde hace meses, los ciudadanos y las ciudadanas están percibiendo cómo el Partido Popular, Camps, Fabra, Ripoll, Barberá y el resto de sus dirigentes, están degradando la vida pública y política de la Comunitat Valenciana. Nuestros ciudadanos y ciudadanas saben ahora que el PP no tiene reparos en dañar el nombre y la imagen de la Comunitat, en lastrar nuestra economía y nuestros empleos, mientras mantengan ellos el poder en nuestras instituciones.
Ante esta insostenible situación, los Socialistas Valencianos vamos a explicar pueblo a pueblo, ciudad a ciudad, cuál es el nuevo futuro de prosperidad que queremos para esta  comunidad. Hoy se cumplen 9 meses desde que el 26 de octubre de 2010 la campaña más larga de la democracia inició su andadura en Elx y los Socialistas Valencianos queremos reafirmar nuestro compromiso: vamos a hablar con los 5 millones de valencianos y valencianas de la Comunitat, vamos a visitar cada uno de los 541 municipios, para explicar que es posible otra Comunitat Valenciana. 
Valencia, 26 de julio de 2010
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